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0205-2018/CEB-INDECOPI 

 
  24 de abril de 2018 

 
EXPEDIENTE Nº 000405-2017/CEB 
DENUNCIADA  : MUNICIPALIDAD DISTRITAL DE LA PERLA 
DENUNCIANTE : ENEL DISTRIBUCIÓN PERÚ S.A.A. 
RESOLUCIÓN FINAL  
 
SUMILLA: Se declara barrera burocrática ilegal el cobro por la prestación del 
servicio público T05-02, materializado en el Texto Único de Servicios No 
Exclusivos de la Municipalidad Distrital de La Perla, aprobado por la Resolución 
de Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP, modificada por la Resolución de Alcaldía N° 
518-2017-A-MDLP, y en la Carta N° 002-2018-SGOP-GDU-MDLP del 18 de enero 
de 2018. 
 
La ilegalidad de la medida radica en que se contraviene el Principio de Legalidad 
establecido en el numeral 1.1) del artículo IV° del Título Preliminar y lo dispuesto 
en el numeral 42.4) del artículo 42° del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, 
Ley del Procedimiento Administrativo General, toda vez que, la autorización 
«por uso de la vía pública en instalación o cambio de postes, pedestales, 
cableado aéreo y/o subterráneo» se otorga en el marco de potestades 
administrativas concedidas por ley a las municipalidades distritales; por lo que, 
no constituye un «servicio de naturaleza no exclusiva» establecido al amparo 
del Principio de Subsidiaridad del Estado; por lo tanto, no debería estar 
contenido en el Texto Único de Servicios No Exclusivos de la Municipalidad 
Distrital de La Perla. 
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 10° del Decreto Legislativo N° 
1256, se dispone la inaplicación de la barrera burocrática declarada ilegal en 
favor de Enel Distribución Perú S.A.A. 
 
Se dispone que, una vez que la presente resolución haya quedado consentida 
o sea confirmada por la Sala Especializada en Eliminación de Barreras 
Burocráticas del Tribunal del Indecopi, se proceda a la publicación de un 
extracto de la misma en la Separata de Normas Legales del diario oficial «El 
Peruano» y de su texto completo en el portal informativo sobre eliminación de 
barreras burocráticas, de conformidad con lo establecido en la Directiva N° 002-
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2017/DIR-COD-INDECOPI, aprobada mediante Resolución de la Presidencia del 
Consejo Directivo del Indecopi N° 019-2017-INDECOPI/COD. 
 
De conformidad con lo establecido en el artículo 8° del Decreto Legislativo 
N° 1256, se dispone la inaplicación con efectos generales, en favor de todos los 
agentes económicos y/o ciudadanos que se vean afectados por la barrera 
burocrática declarada ilegal en el presente procedimiento. Se precisa que este 
mandato de inaplicación surtirá efectos a partir del día siguiente de publicado 
el extracto de la presente resolución en el diario oficial «El Peruano», a que se 
refiere el párrafo precedente. 
 
El incumplimiento de los mandatos de inaplicación dispuestos en la presente 
resolución podrá ser sancionado con una multa de hasta veinte (20) Unidades 
Impositivas Tributarias, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 34° del 
Decreto Legislativo N° 1256. 
 
Finalmente, se dispone como medida correctiva que de conformidad con el 
numeral 2) del artículo 43° y el numeral 2) del artículo 44° del Decreto Legislativo 
N° 1256, la Municipalidad Distrital de La Perla informe a los administrados 
acerca de la barrera burocrática declarada ilegal en el presente procedimiento, 
en un plazo no mayor a cinco (5) días hábiles de notificada la resolución que 
declare firme esta resolución. 
 
La Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas: 
 
I.   ANTECEDENTES: 

 
A.  La denuncia: 

 
1. Mediante escrito presentado el 8 de noviembre de 2017, Enel Distribución Perú 

S.A.A. (en adelante, la denunciante) interpuso denuncia contra la Municipalidad 
Distrital de La Perla (en adelante, la Municipalidad), por la imposición de una 
barrera burocrática presuntamente ilegal y/o carente de razonabilidad 
consistente en el cobro por la prestación del servicio público T05-021, 
materializado en el Texto Único de Servicios No Exclusivos (en adelante, 
TUSNE) de la Municipalidad Distrital de La Perla, aprobado por la Resolución 
de Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP. 

                                                 
1    Por uso de la vía pública en instalación o cambio de postes, pedestales, cableado aéreo y/o subterráneo.  
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2. Fundamentó su denuncia en los siguientes argumentos: 
 

(i) Es una empresa concesionaria del servicio público de distribución de 
electricidad. 
 

(ii) Mediante Ordenanza N° 011-2016-MDLP publicada en el diario oficial «El 
Peruano» el 10 de febrero de 2017 se aprobó «La estructura de costos, 
procedimientos administrativos y servicios administrativos brindados en 
exclusividad, requisitos y derechos de trámite contenidos en el Texto 
Único de Procedimientos Administrativos de la Municipalidad Distrital de 
La Perla» (en adelante, TUPA) de la Municipalidad.  
 

(iii) A través del Procedimiento N° 9.09 de dicho TUPA denominado 
«Autorización en área de uso público para la realización de obras de 
instalación, ampliación o mantenimiento de la infraestructura para la 
prestación de servicios públicos (no vinculados a telecomunicaciones)», 
se gestionaba la ejecución de todo trabajo relacionado con estructuras 
eléctricas en la jurisdicción de la Municipalidad.  
 

(iv) Durante el 2017 se ha venido solicitando a la Municipalidad la autorización 
señalada en el numeral anterior, realizando un pago único por derecho de 
trámite ascendente a S/ 130.00 (ciento treinta con 00/100 soles) (3.21% 
de la UIT), conforme a la reconvención de nuevos términos porcentuales 
para el año 2017, aprobada mediante Decreto de Alcaldía N° 001-2017-
A-MDLP. 
 

(v) Mediante Resolución de Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP se aprobó el 
«Texto Único de Servicios No Exclusivos - TUSNE de la Municipalidad 
Distrital de La Perla» (en adelante, TUSNE) , el cual crea el «Servicio» N° 
T05-02 bajo la denominación «por uso de la vía pública en instalación o 
cambio de postes, pedestales, cableado aéreo y/o subterráneo» 
estableciendo los requisitos y derechos de pago conforme al siguiente 
cuadro: 

 

N°  Denominación del 
servicio 

Requisitos Derechos de 
Pago en soles 

T
0

5
-0

2
 

Por uso de la vía 
pública en 
instalación o 
cambio de postes, 
pedestales, 
cableado aéreo y/o 
subterráneo 

1- Solicitud 
2. Recibo de Pago 

 

Poste + Ancla + Tensores (por cada uno) S/. 140.00 

Pedestal (por cada uno) S/. 140.00 

Cableado Aéreo o Subterráneo (por 
metro lineal) 

S/. 220.00 
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(vi) A la fecha la Municipalidad regula dos procedimientos y requisitos casi 
idénticos para acceder a la obtención de una autorización para realizar 
trabajos en la vía pública relacionados con las estructuras que componen 
el servicio público de distribución de electricidad.  
 

(vii) El numeral 3.2) del artículo 79° de la Ley N° 27972, Ley Orgánica de 
Municipalidades, otorga facultades a las entidades ediles para autorizar y 
fiscalizar la ejecución del plan de obras que utilicen la vía pública o zonas 
aéreas a través del procedimiento que establezcan para ello. En ese 
sentido, el artículo 68° del Decreto Supremo N° 156-2004-EF, Texto Único 
Ordenado (en adelante, TUO) de la Ley de Tributación Municipal señala 
expresamente que las municipalidades cuentan con potestad tributaria 
para imponer tasas por servicios administrativos o derechos; no obstante, 
el ejercicio de dichas facultades debe realizarse en observancia de las 
disposiciones contenidas en los artículos 40° y 44° de la Ley N° 27972 y 
el artículo 43° del TUO de la Ley N° 27444, Ley de Procedimiento 
Administrativo General.  
 

(viii) La Comisión de Eliminación de Barreras Burocráticas (en adelante, la 
Comisión) ha señalado en diversos pronunciamientos2 que a efectos de 
que las municipalidades puedan crear y exigir el cobro de una tasa por 
derecho de tramitación deberán cumplir con los siguientes requisitos, en 
cumplimiento del marco legal señalado en el numeral anterior: 
 
- Que, las tasas hayan sido aprobadas mediante ordenanza 

debidamente publicada, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 44° de la Ley N° 27972. 

- Que, las tasas sean incorporadas en el TUPA vigente de la 
municipalidad, conforme lo dispone el artículo 43° de la Ley N° 27444.  

 
(ix)  La medida denunciada contraviene lo establecido en el numeral 43.5) del 

artículo 43° del TUO de la Ley N° 27444, en vista que el TUSNE de la 
Municipalidad (aprobado mediante Resolución de Alcaldía N° 397-2017-
A-MDLP) no es más que una extensión adicional de su TUPA, mediante 
el cual se han creado nuevos procedimientos y se han incrementado los 
derechos de tramitación sin haber sido aprobada mediante ordenanza 
municipal debidamente publicada en el diario oficial «El Peruano».  

                                                 
2  La denunciante señaló las Resoluciones N° 0216-2009/CEB-INDECOPI y N° 0179-2010/CEB-INDECOPI. 
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(x)  El cobro cuestionado vulnera lo establecido en el artículo 52° del TUO de 
la Ley N° 27444 y 70° del TUO de la Ley de Tributación Municipal al haber 
sido determinado en función al metraje lineal de cableado eléctrico o 
unidades de estructuras (postes o pedestales) que las empresas 
concesionadas pretendan instalar y no en función al costo que le genera 
a la entidad la tramitación del servicio.   
 

(xi)  En anteriores pronunciamientos3, la Comisión ha señalado que el metraje 
de una obra o la unidad de elementos a instalarse no constituyen 
referentes de cálculo que se encuentren relacionados con el costo que 
demanda tramitar una autorización para ejecutar obras, por cuanto dichos 
aspectos se encuentran relacionados al costo en el que debe incurrir una 
empresa prestadora de un servicio para el despliegue de la infraestructura 
a instalar o ejecutar, que al costo administrativo que le pueda generar a 
una entidad la tramitación de un procedimiento. 

 
(xii)  El cobro impuesto por la Municipalidad vulnera lo establecido en los 

artículos 24°, 38°, 51° y 74° de la Constitución Política del Perú, por 
cuanto es obligación de todos los peruanos respetar, cumplir y defender 
la Constitución y el ordenamiento jurídico de la Nación, así como que la 
primera prevalece sobre toda norma legal; por lo que los gobiernos 
regionales y locales pueden crear, modificar y suprimir contribuciones o 
tasas dentro de su jurisdicción y con los límites que señala la Ley; así 
como, nadie está obligado a hacer lo que la ley no manda, ni impedido de 
hacer lo que ella no prohíbe.  

 
B.  Admisión a trámite: 
 
3. Mediante Resolución Nº 0677-2017/CEB-INDECOPI del 15 de diciembre de 

2017, entre otros4, se admitió a trámite la denuncia y se concedió a la 
Municipalidad un plazo de cinco (5) días hábiles para que formule sus 
descargos. Dicha resolución fue notificada a la denunciante el 20 de diciembre 
de 2017, a la Municipalidad el 27 de diciembre del mismo año y a su Procurador 

                                                 
3   Resoluciones N° 205-2009/CEB-INDECOPI, N° Resolución N° 0216-2009/CEB-INDECOPI, N° 0299-2010/CEB-INDECOPI 

y N° 0014-2013/CEB-INDECOPI. 
4   Mediante la referida resolución, adicionalmente, se denegó la medida cautelar solicitada por la denunciante.  
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Público el 3 de enero del 2018, conforme consta en los cargos de las Cédulas 
de Notificación respectivas5.  
 

C. Contestación de la denuncia:   
 
4. El 23 de enero de 20186, la Municipalidad presentó sus descargos con base en 

los siguientes argumentos: 
 
(i) La Resolución de Alcaldía N° 518-2017-A-MDLP del 27 de noviembre de 

2017 modificó el monto del pago del servicio T05-02 contenido en el 
TUSNE de la Municipalidad aprobado por Resolución de Alcaldía N° 397-
2017-A-MDLP del 7 de septiembre del mismo año, de acuerdo al siguiente 
detalle: 

 
N° Denominación Descripción Derecho de 

Pago 

T05-02 Uso de la vía pública en instalación o 
cambio de postes, pedestales, 
cableado aéreo y/o subterráneo 

- Cableado Aéreo o 
Subterráneo (por 
metro lineal) 

S/. 28.50 

 
(ii) La medida denunciada tiene fundamento en el siguiente marco legal: 

 
- El artículo 60° de la Constitución establece que el Estado puede 

realizar subsidiariamente actividad empresarial, directa o indirecta, en 
razón de un alto interés público o de manifiesta conveniencia nacional. 
Para ello, el Estado recibe el mismo tratamiento legal que las 
empresas privadas. 
 

- Conforme a lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 39° en 
concordancia con el artículo 43° de la Ley N° 27972, las resoluciones 
de alcaldía aprueban y resuelven los asuntos de carácter 
administrativo de las entidades ediles. 

 
- El numeral 42.4) del artículo 42° del TUO de la Ley N° 27444 establece 

que, para aquellos servicios que no sean prestados en exclusividad, 
las entidades a través de Resoluciones del Titular del Pliego 

                                                 
5   Cédulas de Notificación Nº 3377-2017/CEB (dirigida a la denunciante), N° 3378-2017/CEB (dirigida a la Municipalidad) y N° 

3379-2017/CEB (dirigida al Procurador Público de la Municipalidad). 
6   Mediante escrito del 5 de enero de 2018, la Municipalidad se apersonó al procedimiento y solicitó una prórroga de plazo para 

presentar sus descargos; la cual fue otorgada mediante Resolución N° 0019-2018/STCEB-INDECOPI.  
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establecen los requisitos y costos correspondientes a ellos, los cuales 
deben ser debidamente difundidos para que sean de público 
conocimiento, respetando lo establecido en el artículo 60° de la 
Constitución y las normas de represión de la competencia desleal. 

 
- El literal d) del numeral 3 del artículo 3° del Decreto Legislativo N° 

1256, Ley de Prevención y Eliminación de Barreras Burocráticas 
establece que no se consideran barreras burocráticas, las tarifas o 
contraprestaciones por servicios prestados por el Estado o por 
empresas privadas o públicas ajenos al ejercicio de la función 
administrativa. 

 
(iii) El TUSNE contiene los servicios no exclusivos que brinda a los 

administrados de forma voluntaria, esto quiere decir, que dichos servicios 
no son obligatorios sino voluntarios y de naturaleza contractual. Por lo 
tanto, lo regulado en el TUSNE no constituye una barrera burocrática por 
tratarse de contraprestaciones de servicios prestados por el Estado, 
ajenos al ejercicio de la función administrativa. 
 

(iv) El argumento de la denunciante referido a que el TUPA de la 
Municipalidad y el Servicio T05-02 del TUSNE establecen requisitos casi 
idénticos respecto a la autorización para realizar trabajos en la vía pública 
relacionado con las estructuras que componen el servicio público de 
distribución de electricidad, es falso debido a que, el TUPA de la 
Municipalidad contiene procedimientos, requisitos y derechos de trámite 
que le asigna la ley con carácter de exclusividad, en cambio el TUSNE de 
la entidad edil contiene precios, servicios y bienes de naturaleza 
contractual, no exclusiva y voluntaria para el administrado.  
 

(v) El criterio de la Comisión contenido en las Resoluciones N° 0216-
2009/CEB-INDECOPI y N° 0014-2013/CEB-INDECOPI alegadas por la 
denunciante, no debe ser tomado en cuenta para el análisis de la 
denuncia debido a que en dichos procedimientos administrativos se 
analizaron procedimientos contenidos en el TUPA de las entidades ediles 
denunciadas.  
 

(vi) La denunciante no ha logrado acreditar, con medios probatorios idóneos, 
la existencia de barreras burocráticas ilegales e irracionales, ya que lo 
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contenido en el TUSNE no puede constituir barrera burocrática en los 
términos expresados en el Decreto Legislativo N° 1256. 
 

(vii) Admite que los montos de los conceptos de pago establecidos en el 
TUSNE por los servicios brindados por la Municipalidad han sido 
excesivos, motivo por el cual fueron modificados a través de la Resolución 
de Alcaldía N° 518-2017-A-MDLP. 
 

(viii) Adjunta Informe N° 002-2017-SGOP-GDU/MDLP de fecha 8 de enero de 
2018 emitido por la Sub Gerencia de Obras Públicas.  
 

(ix) Solicita una audiencia de informe oral, con la finalidad de brindar mayores 
elementos para resolver.  

 

D.     Otros:   
 
5.  Con escrito del 4 de enero de 2018, la denunciante interpuso recurso de 

apelación contra el extremo de la Resolución N° 0677-2017/CEB-INDECOPI 
que resolvió denegar su solicitud de medida cautelar. 

 
6.   El 30 de enero de 2018, la denunciante presentó un escrito absolviendo el 

traslado del descargo presentado por la Municipalidad, señalando que mediante 
Carta N° 002-2018-SGOP-GDU-MDLP del 18 de enero de 2018, la 
Municipalidad le viene exigiendo el pago del servicio T05-02 contenido en su 
TUSNE. Asimismo, solicitó la suspensión de la aplicación del cobro materia de 
cuestionamiento durante la tramitación del presente procedimiento. 

 
7.  Mediante escrito del 21 de febrero de 2018, la denunciante solicitó la nulidad de 

la Resolución N° 0088-2018/CEB-INDECOPI que declara improcedente su 
recurso de apelación interpuesto contra el extremo de la Resolución N° 0677-
2017/CEB-INDECOPI que resolvió denegar su solicitud de medida cautelar. 

 
8.     El 1 de marzo de 2018, la Municipalidad presentó un escrito, en atención al 

documento señalado en el párrafo 5 de la presente resolución, manifestando 
que la exigencia contenida en la referida carta tiene sustento en lo establecido 
en el TUSNE vigente de la Municipalidad, por lo que la misma fue emitida al 
amparo del principio de legalidad.  
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9.  Mediante escrito de fecha 23 de marzo de 2018, la denunciante absuelve el 
traslado del escrito presentado por la Municipalidad del 1 de marzo del mismo 
año, reiterando sus argumentos.  

 
10.  El 6 de abril de 2018 se convocó a los representantes de la denunciante y la 

Municipalidad a una audiencia de informe oral7; sin embargo, la misma no se 
llevó a cabo debido a la inasistencia de ambas partes. 

 
11.     Mediante escrito del 6 de abril de 2018, la denunciante solicitó la 

reprogramación de la audiencia de informe oral debido a que, por razones de 
fuerza mayor, su abogado patrocinante se encontró impedido de asistir a la 
misma.  

 
II.   ANÁLISIS: 
 
A. Competencia de la Comisión y metodología de análisis del caso: 

 
12.  El artículo 6° del Decreto Legislativo N° 1256, que aprobó la Ley de Prevención 

y Eliminación de Barreras Burocráticas8, establece que la Comisión es 
competente para conocer los actos administrativos, disposiciones 
administrativas y actuaciones materiales, incluso del ámbito municipal o 
regional, que impongan barreras burocráticas ilegales y/o carentes de 
razonabilidad9. 

 
13.  Al respecto, cabe indicar que de conformidad con el inciso 3) del artículo 3° del 

Decreto Legislativo N° 1256, constituye una barrera burocrática toda exigencia, 
requisito, limitación, prohibición y/o cobro que imponga cualquier entidad, 
dirigido a condicionar, restringir u obstaculizar el acceso y/o permanencia de los 
agentes económicos en el mercado y/o que puedan afectar a administrados en 

                                                 
7  La audiencia fue comunicada a las partes del presente procedimiento conforme consta en las Cédulas de Notificación N° 

843-2018/CEB (dirigida a la denunciante) y N° 844-2018/CEB (dirigida al Procurador Público de la Municipalidad).   
8  Publicado en el diario oficial «El Peruano» el 8 de diciembre de 2016. 
9  Decreto Legislativo N° 1256, que aprueba la Ley de Prevención y Eliminación de Barreras Burocráticas 
 Artículo 6. - Atribuciones de las autoridades en materia de eliminación de barreras burocráticas  
 6.1. De la Comisión y la Sala  
 La Comisión y la Sala en segunda instancia, son competentes para conocer los actos administrativos, disposiciones 

administrativas y actuaciones materiales, incluso del ámbito municipal o regional, que impongan barreras burocráticas 
ilegales y/o carentes de razonabilidad. Asimismo, son competentes para velar por el cumplimiento de las disposiciones sobre 
la materia establecidas en los Decretos Legislativos N° 283, 668, 757 y el artículo 61 del Texto Único Ordenado de la Ley de 
Tributación Municipal, así como las normas reglamentarias pertinentes, o las normas que las sustituyan. Ninguna otra entidad 
podrá arrogarse estas facultades. Sus resoluciones son ejecutables cuando hayan quedado consentidas o sean confirmadas 
por la Sala, según corresponda de conformidad con lo establecido en el artículo 32 de la presente Ley.  

 […]. 
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la tramitación de procedimientos administrativos sujetos a las normas y/o 
principios que garantizan la simplificación administrativa. 

 
14.  Para efectuar la presente evaluación se toma en consideración lo dispuesto en 

los artículos 14° al 18° del Decreto Legislativo N° 1256. En ese sentido, 
corresponde analizar si la barrera burocrática cuestionada es legal o ilegal y, de 
ser el caso, si es razonable o carente de razonabilidad10. 

 
B. Cuestiones previas: 
 
B.1.  Con relación a la modificación de la disposición que contiene la medida 

denunciada: 
 
15.  En sus descargos la Municipalidad señala que la Resolución de Alcaldía N° 518-

2017-A-MDLP11 modificó el monto de los derechos de pago del servicio T05-02 
contenido en el TUSNE de la Municipalidad aprobado por Resolución de 
Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP del 7 de septiembre del 2018 (disposición objeto 
de cuestionamiento por la denunciante), de acuerdo al siguiente detalle: 

 
 Texto original: 

 

N°  Denominación del servicio Requisitos Derechos de 
Pago en soles 

T
0

5
-0

2
 

Por uso de la vía pública 
en instalación o cambio 
de postes, pedestales, 
cableado aéreo y/o 
subterráneo 

1- Solicitud 
2. Recibo de Pago 

 

Poste + Ancla + Tensores (por cada uno) S/. 140.00 

Pedestal (por cada uno) S/. 140.00 

Cableado Aéreo o Subterráneo (por metro 
lineal) 

S/. 220.00 

 
 
 
 
 

                                                 
10   De acuerdo con la metodología contenida en el Decreto Legislativo N° 1256, la Comisión analiza: 

(i) La legalidad de la medida cuestionada, en atención a las atribuciones y competencias de la entidad que la impone, al 
marco jurídico promotor de la libre iniciativa privada y la simplificación administrativa; y, a si se han observado las 
formalidades y procedimientos establecidos por las normas aplicables al caso concreto para su imposición. 

(ii) La razonabilidad de la referida medida, lo que implicar evaluar si se justifica en un interés público cuya tutela haya sido 
encargada a la entidad que la impone y si es idónea para brindar para brindar solución al problema y/u objetivo 
considerado(s) para su aplicación, así como si es proporcional respecto del interés público fijado y si es la opción menos 
gravosa que existe para tutelar el interés público.   

11  Del 27 de noviembre de 2017. 
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Modificatoria: 
 

N°  Denominación del servicio Requisitos Derechos de 
Pago en soles 

T
0

5
-0

2
 

Por uso de la vía pública 
en instalación o cambio 
de postes, pedestales, 
cableado aéreo y/o 
subterráneo 

1- Solicitud 
2. Recibo de Pago 

 

Poste + Ancla + Tensores (por cada uno) S/. 140.00 

Pedestal (por cada uno) S/. 140.00 

Cableado Aéreo o Subterráneo (por metro 
lineal) 

S/. 28.50 

 
16.    En efecto, de la revisión de artículo primero de la Resolución de Alcaldía N° 

518-2017-A-MDLP se advierte que se aprobó modificar el derecho de pago del 
servicio T05-02 del TUSNE de la Municipalidad aprobado por Resolución de 
Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP, únicamente con respecto al cableado aéreo o 
subterráneo: 

 
«Artículo Primero. - APROBAR la modificación de los derechos de pago de los servicios 
T05-02 y T05-03 en el Texto Único de Servicios No Exclusivos-TUSNE de la Municipalidad 
Distrital de La Perla, aprobado con Resolución de Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP del 7 de 
Setiembre de 2017, consignado en el cuadro siguiente: 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 

 
 
 
 
 

 
[…]» 

 
17.  Sin embargo, es preciso indicar que la materia de análisis en el presente 

procedimiento no guarda relación con el monto de los derechos de trámite 
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fijados por la Municipalidad en su TUSNE, sino con el cobro, en sí mismo, por 
la prestación del servicio público T05-02 contenido en dicha disposición.  

 
18.    Por tanto, la modificación del monto consignado en la Resolución de Alcaldía 

N° 397-2017-A-MDLP aprobada por la Resolución de Alcaldía N° 518-2017-A-
MDLP no modificó o eliminó la barrera burocrática cuestionada por la 
denunciante. 

 
19.   De ese modo, corresponde desestimar el argumento presentado por la 

Municipalidad en este extremo.  
 
B.2.  Precisión de la barrera burocrática cuestionada: 

 
20.  Mediante Resolución Nº 0677-2017/CEB-INDECOPI se admitió a trámite la 

denuncia y se consignó como barrera burocrática presuntamente ilegal y/o 
carente de razonabilidad el cobro por la prestación del servicio público T05-0212, 
materializado en el TUSNE de la Municipalidad, aprobado por la Resolución de 
Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP. 

 
21.    Conforme a lo señalado en el literal B.1 de la presente resolución la Resolución 

de Alcaldía N° 518-2017-A-MDLP modificó el monto de uno de los derechos de 
pago del servicio T05-02 contenido en el TUSNE de la Municipalidad aprobado 
por Resolución de Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP consistente en «Cableado 
Aéreo o Subterráneo». 

 
22.   Asimismo, mediante escrito del 30 de enero de 2018, la denunciante adjuntó 

copia de la Carta N° 002-2018-SGOP-GDU-MDLP del 18 de enero de 2018, 
mediante la cual la Municipalidad le exige adjuntar el recibo de pago por 
concepto del servicio no exclusivo T05-02 «uso de vía pública de instalación de 
cableado aéreo y/o subterráneo» contenido en el TUSNE, ascendente a S/ 2 
850,00 (dos mil ochocientos cincuenta y 00/100 soles) a fin de emitir la 
respectiva autorización temporal de instalación en vías o áreas de dominio 
público.  

 
23.  De acuerdo a lo señalado por la denunciante, la Carta N° 002-2018-SGOP-

GDU-MDLP acreditaría la aplicación del cobro por concepto del servicio no 

                                                 
12    Servicio público por uso de la vía pública en instalación o cambio de postes, pedestales, cableado aéreo y/o subterráneo.  
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exclusivo T05-02 «uso de vía pública de instalación de cableado aéreo y/o 
subterráneo» contenido en el TUSNE de la Municipalidad.  

 
24.   Al respecto, conforme al criterio establecido por la Sala Especializada en 

Defensa de la Competencia en su Resolución N° 0495-2016/SDC-INDECOPI, 
se precisa que la Carta N° 002-2018-SGOP-GDU-MDLP del 18 de enero de 
2018 constituye una prueba de la aplicación del TUSNE aprobado por 
Resolución de Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP modificada por la Resolución de 
Alcaldía N° 518-2017-A-MDLP. 

 
25.    De ese modo, la denuncia formulada por la denunciante constituye un 

cuestionamiento en «abstracto» del cobro por la prestación del servicio público 
T05-0213, materializado en el TUSNE de la Municipalidad, aprobado por la 
Resolución de Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP modificada por la Resolución de 
Alcaldía N° 518-2017-A-MDLP y la referida carta es una prueba adicional de su 
aplicación.  

 
26.  Por consiguiente, se deja constancia de la precisión de la medida objeto de 

cuestionamiento tal como se indica a continuación: 

 
«El cobro por la prestación del servicio público T05-02, materializado en el Texto Único de 
Servicios No Exclusivos de la Municipalidad Distrital de La Perla, aprobado por la 
Resolución de Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP modificada por la Resolución de Alcaldía N° 
518-2017-A-MDLP, y en la Carta N° 002-2018-SGOP-GDU-MDLP del 18 de enero de 
2018.» 

 
27.  Siguiendo el criterio de la Sala Especializada en Defensa de la Competencia14, 

debe señalarse que esta precisión no afecta el derecho de defensa de la 
Municipalidad, quien se ha defendido sobre la legalidad y razonabilidad de la 
mencionada exigencia conforme se aprecia en sus escritos de descargos. 

 
28.  De ese modo, no es necesario otorgar un plazo adicional a la Municipalidad 

para que presenten sus descargos pudiendo la Comisión emitir un 
pronunciamiento sobre el fondo de la controversia mediante el presente acto. 

 
 
 

                                                 
13    Servicio público por uso de la vía pública en instalación o cambio de postes, pedestales, cableado aéreo y/o subterráneo.  
14  Cfr.: Resolución 0915-2012/SC1-INDECOPI del 4 de abril de 2012. 
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B.3.  Con relación al argumento de constitucionalidad presentado por la denunciante: 
 
29.   La denunciante ha señalado que la barrera burocrática cuestionada en el 

presente procedimiento contraviene los artículos 24°, 38°, 51° y 74° de la 
Constitución Política del Perú. 

 
30.  Con relación a lo señalado por la denunciante, debe mencionarse que de 

acuerdo a lo establecido en el artículo 13° del Decreto Legislativo N° 1256, la 
metodología de análisis efectuada por la Comisión únicamente abarca la 
evaluación de la legalidad y razonabilidad de las barreras burocráticas que 
conoce y no la facultad para evaluar su constitucionalidad15. 

 
31.   Dicho criterio ha sido recogido por el Tribunal Constitucional en la Sentencia del 

25 de agosto de 2010 recaída sobre el Expediente N° 00014-2009-PI/TC, en la 
cual se precisó que el procedimiento de eliminación de barreras burocráticas no 
tiene por finalidad analizar la constitucionalidad de las mismas sino su legalidad 
y/o razonabilidad16. 

 
32.   De ese modo, el argumento constitucional presentado por la denunciante no 

será tomado en cuenta para el presente análisis, toda vez que el mismo se 
limitará a efectuar una evaluación de la legalidad y/o razonabilidad de la medida 
cuestionada, en virtud a las competencias legalmente atribuidas a esta 
Comisión. 

 
33.  Por tanto, corresponde desestimar el argumento planteado por la denunciante 

en el extremo indicado y, en ese sentido, se precisa que la evaluación que se 
realiza en el presente caso se refiere a la legalidad y/o razonabilidad de la 
medida cuestionada. 

 
 
 

                                                 
15  Decreto Legislativo N° 1256, que aprueba la Ley de Prevención y Eliminación de Barreras Burocráticas. 
 Artículo 13°. - Metodología de análisis. 
      La Comisión o la Sala, de ser el caso, evalúa la legalidad y/o razonabilidad de las barreras burocráticas contenidas en 

disposiciones administrativas en los procedimientos de parte y de oficio, de acuerdo con la metodología desarrollada en el 
presente capítulo. La evaluación de la legalidad y/o de la razonabilidad de las barreras burocráticas materializadas en actos 
administrativos y actuaciones materiales se efectúa de acuerdo a la metodología del presente capítulo en cuanto 
corresponda. 

16  Sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el Expediente Nº 00014-2009-PI/TC, demanda de inconstitucional 
interpuesta por el Alcalde de la Municipalidad Metropolitana de Lima contra el artículo 3º de la Ley Nº 28996, modificatoria 
del artículo 48º de la Ley Nº 27444. Fundamento Jurídico Nº 25: [...] La CEB cuando “inaplica” una ordenanza formalmente 
no alega su inconstitucionalidad sino su ilegalidad». 
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B.4.  De la solicitud de nulidad de la Resolución N° 0088-2018/CEB-INDECOPI: 
 
34.     Mediante escrito del 21 de febrero de 2018, la denunciante solicita la nulidad de 

la Resolución N° 0088-2018/CEB-INDECOPI que declaró improcedente su 
recurso de apelación interpuesto contra el extremo de la Resolución N° 0677-
2017/CEB-INDECOPI que resolvió denegar su solicitud de medida cautelar, por 
vulnerar el artículo 139° de la Constitución Política del Perú y solicita se eleve 
a la Sala de Eliminación de Barreras Burocráticas del Indecopi (en adelante, la 
Sala) a fin de que emita su pronunciamiento de conformidad a lo dispuesto en 
el artículo 10° del TUO de la Ley N° 27444. 

  
35.    Sobre el particular, cuando la nulidad sea aducida por una de las partes, la ley 

ha establecido la forma (recursos administrativos) por la que se pueda 
cuestionar un acto administrativo que considere lesivo de sus derechos y/o 
adolezca de una causal de invalidez, tomando en consideración lo que señala 
el artículo 118° del TUO de la Ley N° 27444: 

 
«Artículo 118.- Facultad de contradicción administrativa 
118.1 Frente a un acto que supone que viola, afecta, desconoce o lesiona un derecho o 
un interés legítimo, procede su contradicción en la vía administrativa en la forma prevista 
en esta Ley, para que sea revocado, modificado, anulado o sean suspendidos sus efectos. 
118.2 Para que el interés pueda justificar la titularidad del administrado, debe ser legítimo, 
personal, actual y probado. El interés puede ser material o moral. 
118.3 La recepción o atención de una contradicción no puede ser condicionada al previo 
cumplimiento del acto respectivo.» 
(Énfasis añadido) 

 
36.     En ese sentido, el artículo 32° del Decreto Legislativo N° 1256 establece que el 

único recurso impugnativo que puede interponerse durante la tramitación 
del procedimiento de eliminación de barreras burocráticas es el de 
apelación, el cual procede únicamente contra (i) la resolución que resuelve la 
suspensión de un procedimiento, (ii) contra la resolución que resuelve la 
liquidación de costas y costos de un procedimiento, (iii) contra la resolución que 
declara la improcedencia de una denuncia, (iv) contra la resolución que ordena 
una medida cautelar y (v) contra la resolución que pone fin a la instancia, salvo 
el supuesto de incumplimiento de mandato:  

 
«Artículo 32.- Recurso de apelación 
32.1.  El único recurso impugnativo que puede interponerse durante la tramitación del 

procedimiento es el de apelación, contra la resolución que resuelve la suspensión 
de un procedimiento, contra la resolución que resuelve la liquidación de costas y 
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costos de un procedimiento, contra la resolución que declara la improcedencia de 
una denuncia, contra la resolución que ordena una medida cautelar, contra la 
resolución que pone fin a la instancia y contra la resolución que impone multas, 
salvo el supuesto de incumplimiento de mandato, establecido en el artículo 34 de 
la presente Ley el cual es resuelto por la Comisión en instancia única. El plazo para 
interponer dicho recurso es de quince (15) días hábiles, contados desde el día 
siguiente de la notificación de la resolución. 

32.2.  La apelación de resoluciones que ponen fin a la instancia se concede con efecto 
suspensivo, salvo que la Comisión determine mediante resolución motivada, que 
procede sin efectos suspensivos. 

32.3.  La apelación de multas se concede con efecto suspensivo, pero es tramitada en 
cuaderno separado. Es improcedente el recurso de apelación sustentado 
únicamente en el incremento en la cuantía de la multa impuesta. La apelación de 
medidas cautelares se concede sin efecto suspensivo, tramitándose en cuaderno 
separado.» 

37.   Mediante Resolución N° 0088-2018/CEB-INDECOPI se declaró improcedente 
el recurso de apelación interpuesto por la denunciante contra el Resuelve 
Segundo de la Resolución N° 0677-2017/CEB-INDECOPI17 debido a que, la 
denegatoria de la solicitud de medida cautelar no se encuentra dentro de los 
supuestos en los que procede la interposición del recurso de apelación 
detallados en el artículo 32° del Decreto Legislativo N° 1256.  

 
38.  Por lo expuesto, corresponde declarar improcedente el pedido de nulidad 

presentado por la denunciante, debido a que, la Resolución N° 0088-2018/CEB-
INDECOPI ha sido emitida al amparo de lo establecido en la ley de la materia y 
no se encuentra dentro de los supuestos de procedencia establecidos en el 
artículo 32° del Decreto Legislativo N° 1256. 

 

B.5.  De la solicitud de reprogramación de la audiencia de informe oral: 
 
39. Mediante escrito del 6 de abril de 2018, la denunciante solicitó la 

reprogramación de la audiencia de informe oral debido a que, por razones de 
fuerza mayor, su abogado patrocinante se encontró impedido de asistir a la 
misma.  

 
40.  El artículo 30° del Decreto Legislativo N° 1256 establece que, en cualquier etapa 

del procedimiento, ya sea a pedido de parte o de oficio, la Comisión o la Sala, 

                                                 
17   Que denegó el otorgamiento de su medida cautelar.  
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de ser el caso, puede citar a las partes a audiencia de informe oral con el objeto 
de contar con mayores elementos para resolver la cuestión controvertida. 

 

41.  En la medida que, al momento de emitir la presente resolución, este colegiado 
considera que cuenta con los elementos suficientes para pronunciarse respecto 
de la controversia planteada, se debe denegar la solicitud de reprogramación 
de informe oral requerida por la denunciante. 

 
C. Cuestión controvertida: 
 
42.  Determinar si constituye una barrera burocrática ilegal y/o carente de 

razonabilidad el cobro por la prestación del servicio público T05-0218, 
materializado en el Texto Único de Servicios No Exclusivos de la Municipalidad 
Distrital de La Perla, aprobado por la Resolución de Alcaldía N° 397-2017-A-
MDLP modificada por la Resolución de Alcaldía N° 518-2017-A-MDLP, y en la 
Carta N° 002-2018-SGOP-GDU-MDLP del 18 de enero de 2018. 
 

D. Evaluación de legalidad:     
 
43.  La denunciante sostiene que el cobro impuesto por la Municipalidad por el 

servicio T05-02 «uso de la vía pública en instalación o cambio de postes, 
pedestales, cableado aéreo y/o subterráneo» contenido en su TUSNE 
contraviene lo establecido en el numeral 43.5) del artículo 43° del TUO de la 
Ley N° 27444, en vista que el mismo no se trataría de un servicio no exclusivo 
de la entidad edil, sino de una tasa contenida erróneamente en un TUSNE.  

 
44.  Por su parte, la Municipalidad sostiene que al amparo de lo dispuesto en el 

artículo 60° de la Constitución, el Estado puede realizar subsidiariamente 
actividad empresarial, directa o indirecta, en razón de un alto interés público o 
de manifiesta conveniencia nacional. En ese sentido, el referido cobro habría 
sido establecido como tarifa por la prestación de un servicio de naturaleza no 
exclusiva que brinda a los administrados de forma voluntaria y de naturaleza 
contractual. Por lo tanto, a su entender, no constituiría una barrera burocrática 
por tratarse de una contraprestación de un servicio prestado por el Estado, 
ajeno al ejercicio de la función administrativa. 

 
45.    Al respecto, es importante precisar que la sola afectación al acceso o 

                                                 
18    Por uso de la vía pública en instalación o cambio de postes, pedestales, cableado aéreo y/o subterráneo.  
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permanencia de un agente económico en el mercado no basta para que la 
Comisión analice la legalidad o razonabilidad de una medida, ya que en el 
procedimiento de eliminación de barreras burocráticas únicamente se puede 
controlar la legalidad y razonabilidad de medidas impuestas por el Estado en 
ejercicio de función administrativa, lo cual significa que se encuentra fuera de 
su ámbito de control aquellas actuaciones de otra naturaleza.  

 
46.    En atención a ello, esta Comisión considera necesario determinar la naturaleza 

del cobro establecido por la Municipalidad por la prestación del servicio público 
T05-02 «uso de la vía pública en instalación o cambio de postes, pedestales, 
cableado aéreo y/o subterráneo» contenido en su TUSNE, para dilucidar si la 
entidad edil ejerce función administrativa al imponer dicha medida a los 
administrados. 

 
D.1.   Sobre el ejercicio de la función administrativa y el procedimiento de eliminación 

de barreras burocráticas: 
 
47.   Con relación al concepto de “función administrativa”, la Sala Especializada en 

Defensa de la Competencia en su Resolución N° 0739-2017/SDC-INDECOPI 
del 27 de diciembre de 2017, señaló lo siguiente: 

 
«23.   Con relación al concepto de “función administrativa”, Juan Carlos Morón señala 

que esta “constituye el conjunto de decisiones y operaciones mediante las cuales 
se procura dentro de las orientaciones generales trazadas por las políticas públicas 
y el gobierno a través de las normas legales, el estímulo, coordinación u orientación 
de actividades privadas para asegurar la satisfacción regular de las necesidades 
colectivas de seguridad y bienestar de los individuos”. Por su parte, Roberto Dromi 
considera que “la función administrativa objetivamente es un conjunto de 
actividades encaminadas hacia un fin, con prescindencia del órgano o agente que 
la realice y que se traduce en una ejecución concreta y práctica”. 

 
 24.  Cabe precisar que las entidades ejercen esta función a través de diversas 

actividades; no obstante, en pronunciamientos anteriores, la Sala ha concluido que 
el Indecopi solo es competente para analizar la legalidad o razonabilidad de una 
exigencia, requisito, prohibición o cobro contenido en una disposición o un acto 
emitido por una entidad de la Administración Pública en ejercicio de actividad de 
policía.  

 
25.  Respecto a ella, Ariño señala que “(…) se manifiesta a través de normas o actos 

de imperio, en cuanto que se imponen coactivamente a los ciudadanos”: Es decir, 
en ejercicio de esta actividad, el Estado tiene la posibilidad de limitar de manera 
obligatoria el disfrute de los derechos reconocidos a los particulares en la 
Constitución, a fin de alinearlos al interés general, y de exigir el respeto de dichas 
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restricciones. 
 

 26.  De este modo, el Estado puede intervenir el mercado a título de autoridad, 
definiendo los términos de acceso, regulando las obligaciones y derechos de los 
agentes, así como supervisando y fiscalizando su comportamiento.  

 
27.  A manera de ejemplo, se puede citar el procedimiento de “Licencia de 

Funcionamiento” a través del cual las municipalidades autorizan el desarrollo de 
una actividad económica en un establecimiento determinado, en tanto el titular 
ostenta un derecho prexistente.  

 
28.  En el referido procedimiento, las municipalidades ejercen el Ius Imperium, propio 

de las entidades administrativas, al habilitar a los particulares el uso del derecho a 
realizar actividades económicas, en el distrito de su competencia. Ello a fin de 
garantizar el equilibrio entre el uso del citado derecho y la tutela del interés general 
de sus ciudadanos.» 

 
48.    En efecto, conforme a lo señalado por la Sala Especializada en Defensa de la 

Competencia, si bien la administración pública ejerce función administrativa a 
través de diversas actividades, a través del procedimiento de eliminación de 
barreras burocráticas, la Comisión únicamente analiza la legalidad y 
razonabilidad de aquellas medidas impuestas por la entidad administrativa en 
ejercicio de su actividad de policía19. 

 
D.2.  Del análisis de la naturaleza de la barrera burocrática cuestionada: 
 
49.  De acuerdo a los considerandos del Decreto Supremo N° 088-2001-PCM20, 

existe una clara diferencia entre lo que supone una tasa y un precio, conforme 
se advierte a continuación:  

 
Tasa: constituye una contraprestación por servicios administrativos prestados a favor 
de un ciudadano individualizado, las mismas que se encuentran sujetas a una 
supervisión de su legalidad, publicidad y transparencia por parte de la Presidencia del 
Consejo de Ministros (PCM) y del Indecopi.  
 
Precio: tiene origen en la prestación de servicios realizados por las empresas de 

                                                 
19  “(…), la actividad de policía es una actividad que se manifiesta a través de normas o actos de imperio, en cuanto que se 

imponen coactivamente a los ciudadanos. Se trata de limitaciones, condicionamientos o cargas, necesarios para una 
ordenada convivencia. Incluye esta actividad tanto la potestad legislativa como la reglamentaria, con todas sus secuelas de 
aplicación limitadora y coactiva o incluso ablativa, plasmada en instrumentos como las órdenes, licencias, permisos, 
prohibiciones, etc. Es la actividad clásica y esencial del Estado y va íntimamente unida a la noción de orden público”. ARIÑO 
ORTIZ, Gaspar. Principios de Derecho Público Económico. Lima: Ara editores, 2004. p. 336. 

20   Que establece disposiciones aplicables a las Entidades del Sector Público para desarrollar actividades de comercialización 
de bienes y servicios y efectuar los cobros correspondientes 
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propiedad del Estado organizadas bajo el alguna de las formas recogidas en la Ley 
General de Sociedades, o en las actividades comerciales realizadas directamente por 
las Entidades del Sector Público.  

 
50.   Respecto a la definición de tasa, se advierte que esta se encuentra sujeta a una 

supervisión de legalidad, puntualmente, al cumplimiento del TUO de la Ley N° 
27444, ello debido a que las tasas constituyen una contraprestación por los 
servicios que prestan las entidades del estado en el ejercicio de una función 
administrativa. 

 
51.  En concordancia con ello, el Artículo I° del Título Preliminar del TUO de la Ley 

N° 27444, dispone que dicha norma será de aplicación a aquellas entidades 
cuyas actividades se realicen en virtud de potestades administrativas y, por 
tanto, se consideran sujetas a las normas comunes de derecho público, salvo 
mandato expreso de la ley que las refiera a otro régimen.  

 
52.  De lo citado previamente, se advierte que en tanto una entidad ejerza función 

administrativa, las tasas que disponga por la realización de dicha función se 
encontrarán sujetas a los límites dispuestos por el artículo 52° del TUO de la 
Ley N° 27444.  

 
53.  En el presente caso nos encontramos analizando la naturaleza de la prestación 

del servicio T05-02 «uso de la vía pública en instalación o cambio de postes, 
pedestales, cableado aéreo y/o subterráneo» contenido en el TUSNE de la 
Municipalidad. 

 
54.   En ese sentido, respecto a la naturaleza de las vías y áreas públicas, el artículo 

56° de la Ley Orgánica de Municipalidades señala que las mismas (con 
subsuelo y aires) son bienes de dominio y uso público: 

 
«Subcapítulo II 
Los Bienes Municipales 
Artículo 56.- Bienes de Propiedad Municipal 
  Son bienes de las municipalidades: 
1. Los bienes inmuebles y muebles de uso público destinados a servicios públicos 

locales. 
2. Los edificios municipales y sus instalaciones y, en general, todos los bienes 

adquiridos, construidos y/o sostenidos por la municipalidad. 
3. Las acciones y participaciones de las empresas municipales. 
4. Los caudales, acciones, bonos, participaciones sociales, derechos o cualquier otro 

bien que represente valores cuantificables económicamente. 
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5. Los terrenos eriazos, abandonados y ribereños que le transfiera el Gobierno 
Nacional. 

6. Los aportes provenientes de habilitaciones urbanas. 
7. Los legados o donaciones que se instituyan en su favor. 
8. Todos los demás que adquiera cada municipio. 
 

Las vías y áreas públicas, con subsuelo y aires son bienes de dominio y uso 
público.» 

(Énfasis añadido) 
 

55.  Del mismo modo, los artículos 97° y 109° del Decreto Ley N° 25844, Ley de 
Concesiones Eléctricas, respecto al uso de los bienes públicos dispone que los 
concesionarios del servicio público de electricidad (como lo es la denunciante) 
están facultados para usar, a título gratuito, el suelo, las calles entre otros; así 
como abrir los pavimentos, calzadas y aceras de las vías públicas que se 
encuentren dentro de su zona de concesión, dando aviso a la municipalidad, 
con el objeto de brindar el servicio de electricidad: 

 
«TITULO VI 

Prestación del Servicio Público de Electricidad 
Artículo 97.- Los concesionarios podrán abrir los pavimentos, calzadas y aceras de las 
vías públicas que se encuentren dentro de su zona de concesión, dando aviso a las 
municipalidades respectivas y quedando obligadas a efectuar la reparación que sea 
menester, en forma adecuada e inmediata. 
 
TITULO IX 
Uso de Bienes Públicos y de terceros 
Artículo 109.- Los concesionarios sujetándose a las disposiciones que establezca el 
Reglamento están facultados: 
a) A usar a título gratuito el suelo, subsuelo y aires de caminos públicos, calles, plazas y 

demás bienes de propiedad del Estado o municipal, así como para cruzar ríos, 
puentes, vías férreas, líneas eléctricas y de comunicaciones; 

b) A cortar los árboles o sus ramas que se encuentren próximos a los electroductos 
aéreos y que puedan ocasionar perjuicio a las instalaciones, previo permiso de la 
autoridad competente; y, 

c) A colocar soportes o anclajes en la fachada de los edificios y postes delante de ellas. 
En estos casos, el concesionario deberá resarcir los costos de reposición de las áreas 

afectadas.» 
(Énfasis añadido) 

  
56.  Por su parte, el artículo 79° de la de la Ley N° 27972, Ley Orgánica de 

Municipalidades, otorga competencia exclusiva a las municipalidades para 
autorizar la ejecución del plan de obras que utilicen la vía pública o zonas 
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aéreas, así como sus modificaciones, previo cumplimiento de las normas sobre 
impacto ambiental:  

 
«Artículo 79.- Organización del espacio físico y uso del suelo: 
Las municipalidades, en materia de organización del espacio físico y uso del suelo, ejercen 
las siguientes funciones: 
 
[…] 
3. Funciones específicas exclusivas de las municipalidades distritales: 
3.1.   Aprobar el plan urbano o rural distrital, según corresponda, con sujeción al plan y 

a las normas municipales provinciales sobre la materia. 
3.2.  Autorizar y fiscalizar la ejecución del plan de obras de servicios públicos o privados 

que afecten o utilicen la vía pública o zonas aéreas, así como sus modificaciones; 
previo cumplimiento de las normas sobre impacto ambiental. 

[…]» 
 

57.  En el mismo sentido, el Decreto Legislativo Nº 1014, disposición de alcance 
nacional que establece determinadas medidas dirigidas a propiciar la inversión 
en materia de servicios públicos y obras públicas de infraestructura21, reconoce 
que las municipalidades son las autoridades encargadas de establecer los 
requisitos para tramitar la autorización de obras de infraestructura para la 
prestación de servicios públicos: 

 
«Artículo 6. Requisitos exigibles para la realización de obras de infraestructura 
6.1 Los requisitos exigibles para otorgar la autorización para realizar obras de instalación, 
ampliación o mantenimiento de la infraestructura para la prestación de los servicios 
públicos señalados en el Artículo 2 del presente Decreto Legislativo son establecidos por 
los gobiernos locales, conforme a las leyes sobre la materia. 
[…]» 

 
58.  En consecuencia, el numeral 3.2) del artículo 79° de la Ley N° 27972 en 

concordancia con lo establecido en el Decreto Legislativo Nº 1014, señala que 
las municipalidades distritales tienen competencia y función exclusiva para 
autorizar y fiscalizar la ejecución del plan de obras de servicios públicos o 
privados que afecten o utilicen la vía pública. 

 
59.  De la revisión de Carta N° 002-2018-SGOP-GDU-MDLP22 emitida por la 

Municipalidad en atención a la solicitud de autorización de instalación en vía 
pública del 16 de enero de 2018 presentada por la denunciante (Expediente N° 

                                                 
21  Decreto Legislativo N° 1014, Decreto Legislativo que establece medidas para propiciar la inversión en materia de servicios 

públicos y obras públicas de infraestructura. 
22  Del 18 de enero de 2018. 
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000537) se advierte que la entidad edil le requiere el pago del T05-02 por 
concepto de la prestación del servicio de uso de la vía pública de instalación de 
cableado aéreo y/o subterráneo contenido en su TUSNE para emitir la referida 
autorización: 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 

 
 
60.   En ese sentido, contrariamente a lo señalado por la Municipalidad en su escrito 

de descargos, la prestación del servicio T05-02 contenido en el TUSNE de la 
Municipalidad no es de naturaleza voluntaria u opcional del usuario, ya que éste 
es exigido, de forma obligatoria, en el marco de una solicitud de autorización de 
instalación en vía pública. 

 
61.  Asimismo, se verifica que la exigencia de cobro materia de análisis no es exigido 

por la Municipalidad en contraprestación por brindar un “servicio”, en la medida 
que la entidad edil no será quien instale o realice los trabajos de cableado aéreo 
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y/o subterráneo a favor de la denunciante; si no, que en realidad se encuentra 
brindando una «autorización para la realización de trabajos de instalación en la 
vía pública».  

 
62.   Considerando lo expuesto y de acuerdo al marco legal señalado en los párrafos 

precedentes, esta Comisión advierte que el cobro dispuesto por la 
Municipalidad ha sido establecido en ejercicio de una función administrativa, ya 
que la entidad edil tiene competencia exclusiva para autorizar la ejecución del 
plan de obras de servicios públicos en su jurisdicción. 

 
63.  En efecto el servicio T05-02 del TUSNE de la Municipalidad referido al uso de 

la vía pública en instalación o cambio de postes, pedestales, cableado aéreo 
y/o subterráneo constituye un servicio de naturaleza exclusiva de la entidad edil 
en vista que posee competencia otorgada por ley para imponer dicha exigencia. 
Por lo tanto, la medida cuestionada por la denunciante ha sido impuesta en 
ejercicio de su función administrativa.  

 
D.3.   Del Principio de Legalidad: 
 
64.  La Ley N° 27444, de aplicación a todas las entidades de la Administración 

Pública, regula las actuaciones en ejercicio de potestades administrativas y el 
procedimiento administrativo común desarrollado, con el objeto de proteger el 
interés general, garantizando los derechos e intereses de los administrados y 
con sujeción al ordenamiento constitucional y jurídico en general23. 

 
65.   El numeral 1.1) del artículo IV° del Título Preliminar de la Ley Nº 27444, 

contempla el Principio de Legalidad en virtud del cual las entidades públicas 
deben actuar con respeto a la Constitución, la ley y el derecho, dentro de las 
facultades atribuidas y de acuerdo con los fines para los que les fueron 
conferidas. 

 

                                                 
23   TUO de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General. 

Artículo I°. - Ámbito de aplicación de la ley. 
La presente Ley será de aplicación para todas las entidades de la Administración Pública. […]. 
Artículo II°. - Contenido. 
1. La presente Ley regula las actuaciones de la función administrativa del Estado y el procedimiento administrativo común 
desarrollados en las entidades. […]. 
Artículo III°. - Finalidad. 
La presente Ley tiene por finalidad establecer el régimen jurídico aplicable para que la actuación de la Administración Pública 
sirva a la protección del interés general, garantizando los derechos e intereses de los administrados y con sujeción al 
ordenamiento constitucional y jurídico en general. […]. 
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66.  De ahí que, el ejercicio de potestades administrativas por las entidades que 
conforman la Administración Pública tenga como objetivo la tutela de intereses 
públicos y requiera de norma con rango de ley para que establezca sus 
márgenes.  

 
67.  En efecto, sobre el Principio de Legalidad que rige a la Administración Pública, 

el Tribunal Constitucional ha sostenido que se determina por la delimitación de 
la actuación de la entidad, lo que se concibe como reserva legal, así como por 
la precisión de los poderes que se confiere a la autoridad, entre otros:  

 
«8. Es evidente, entonces, que se han vulnerado los principios legalidad, de jerarquía 
normativa, de publicidad de las normas y de retroactividad, conforme se pasa a 
detallar. “El principio de legalidad es la columna vertebral de la actuación 
administrativa y por ello puede concebírselo como externo al procedimiento, 
constituyendo simultáneamente la condición esencial para su existencia. Se determina 
jurídicamente por la concurrencia de cuatro condiciones que forman su contexto: 
1) delimitación de su aplicación (reserva legal); 2) ordenación jerárquica de sujeción 
de las normas a la ley; 3) determinación de selección de normas aplicables al caso 
concreto, y 4) precisión de los poderes que las norma confiere a la administración. 
El procedimiento tiende, no solo a la protección subjetiva del recurrente, sino también a la 
defensa de la norma jurídica objetiva, con el fin de mantener el imperio de la legalidad y la 
justicia en el funcionamiento administrativo” (Dromi, Roberto, “Derecho Administrativo”, 
Ciudad Argentina, Buenos Aires, 1998, p. 895).». 
(Énfasis añadido). 
 

68.   La Municipalidad en sus descargos ha señalado que al amparo de lo dispuesto 
en el artículo 60° de la Constitución, el Estado puede realizar subsidiariamente 
actividad empresarial, directa o indirecta, en razón de un alto interés público o 
de manifiesta conveniencia nacional. En ese sentido, el cobro por la prestación 
del servicio público T05-02 «por uso de la vía pública en instalación o cambio 
de postes, pedestales, cableado aéreo y/o subterráneo» ha sido establecido en 
ejercicio de la actividad empresarial del Estado constituyendo un servicio no 
exclusivo.  

 
69.    Sobre el particular, el numeral 42.4) del artículo 42° del TUO de la Ley N° 27444 

señala que las entidades podrán establecer requisitos y costos para aquellos 
servicios que no sean prestados en exclusividad a través de Resolución del 
Titular del Pliego, siempre y cuando se respete lo establecido en el artículo 60° 
de la Constitución y las normas sobre represión de la competencia desleal: 
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«Artículo 42.- Contenido del Texto Único de Procedimientos Administrativos 
[…] 
42.4. Para aquellos servicios que no sean prestados en exclusividad, las entidades a 
través de Resolución del Titular del Pliego establecen los requisitos y costos 
correspondientes a ellos, los cuales deben ser debidamente difundidos para que sean de 
público conocimiento, respetando lo establecido en el Artículo 60 de la Constitución 
Política del Perú y las normas sobre represión de la competencia desleal.» 

 
70.  Según el artículo 60° de la Constitución, a fin de promover la iniciativa privada, 

el Estado no debe realizar actividades ni prestar servicios que puedan ser 
brindados por un tercero o privado, salvo por razón de un alto interés público en 
aplicación del Principio de Subsidiaridad. 

 
71.   Con relación al principio de subsidiariedad, el Tribunal Constitucional, en el 

Expediente N° 1535-2006-PA/TC, ha señalado lo siguiente:  
 

«92.  Conforme a lo anotado precedentemente, y dado el carácter social del modelo 
económico consagrado por la Carta de 1993, el Estado no puede permanecer indiferente 
a las actividades económicas, sino que, como se explicará con posterioridad, también 
cumple una función supervisora y correctiva o reguladora. Sin embargo, ello no quiere 
decir, en modo alguno, que pueda interferir arbitraria e injustificadamente en el ámbito de 
libertad reservado a los agentes económicos. 
  
93.  En efecto, conforme se desprende del Artículo 60º de la Constitución, el Principio de 
Subsidiariedad Económica del Estado o, lo que es lo mismo, la cláusula de actuación 
subsidiaria del Estado en la economía, implica, de un lado, un límite a la actividad estatal 
(no puede el Estado participar libremente en la actividad económica, sino que sólo lo 
puede hacer sujeto a la subsidiariedad, que debe ser entendida como una función 
supervisora y correctiva o reguladora del mercado) y, de otro, el reconocer que existen 
ámbitos que no pueden regularse única y exclusivamente a partir del mercado, lo cual 
justifica la función de regulación y protección que desempeña el Estado. 
  
94.  Sobre el particular, el Tribunal Constitucional estableció que el Principio de 
Subsidiariedad tiene dos dimensiones: una vertical y otra horizontal. Conforme a la 
segunda de ellas, se impide que el Estado actúe en el ámbito que es propio de la 
sociedad civil, concepto que apoya la libertad de empresa y de mercado, y que sólo 
reserva al Estado la función de supervisor y corrector. 
  
95.  Ello es así, pues el fundamento del Principio de Subsidiariedad parte del supuesto de 
que el Estado aparece como el garante final del interés general, desde el momento en que 
su tarea consiste en intervenir en forma directa para satisfacer una necesidad real de la 
sociedad, pero sólo en aquellas situaciones en las que la colectividad y los grupos 
sociales –a quienes corresponde, en primer término, la labor de intervención– no 
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están en condiciones de hacerlo. 
  
96.  De este modo, la Carta de 1993 ha consagrado la subsidiariedad de la intervención 
de los poderes públicos en la economía, planteando el reconocimiento de la existencia de 
una función supletoria del Estado ante las imperfecciones u omisiones de los agentes 
económicos en aras del bien común, resultando ser, antes que un mecanismo de defensa 
contra el Estado, un instrumento para la conciliación de conflictos.» 

 
72.  De lo señalado previamente se desprende que el Estado reconoce que existen 

actividades que deben ser ejercidas por agentes económicos y grupos sociales 
y que, únicamente, cuando estos no se encuentren en la posibilidad de 
realizarlos y considerando la importancia de la actividad para el desarrollo de la 
economía, el Estado (en el presente caso la Municipalidad) podrá realizarlo a 
fin de evitar la paralización de otras actividades económicas que dependan de 
esta. 

 
73.  Conforme a lo señalado en los numerales 49 al 53 de la presente resolución, 

las vías y áreas públicas (entiéndase las calles, pavimentos, calzadas y aceras) 
son bienes de dominio y uso público. En ese sentido, los concesionarios del 
servicio público de electricidad (como lo es la denunciante) están facultados 
para usar, a título gratuito, los espacios públicos que se encuentren dentro de 
su zona de concesión, dando aviso a la municipalidad, con el objeto de brindar 
el servicio de electricidad.  

 
74.   Asimismo, se verifica que las municipalidades tienen facultades exclusivas 

otorgadas por ley, para autorizar y fiscalizar la ejecución del plan de obras de 
servicios públicos o privados que afecten o utilicen la vía pública; por lo que, 
ningún tercero o privado puede brindar dicho servicio. En consecuencia, la 
Municipalidad no brinda el servicio T02-05 al amparo del Principio de 
Subsidiaridad, ya que la prestación de este servicio es de competencia 
exclusiva de la entidad edil, otorgada por la ley de la materia.  

 
75.     Por lo expuesto, el cobro por la prestación del servicio público T05-02 contenido 

en el TUSNE de la Municipalidad aprobado por la Resolución de Alcaldía N° 
397-2017-A-MDLP modificada por la Resolución de Alcaldía N° 518-2017-A-
MDLP, ha sido impuesto en ejercicio de una competencia establecida por ley, 
por lo que, no constituye un «servicio de naturaleza no exclusiva» establecido 
al amparo del Principio de Subsidiaridad del Estado; y en consecuencia no 
debería estar contenido en el TUSNE de la Municipalidad. En ese sentido, 
contraviene el Principio de Legalidad establecido en el numeral 1.1. del artículo 
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IV° del Título Preliminar y lo dispuesto en el numeral 42.4 del artículo 42° del 
TUO de la Ley N° 27444.  

 
E. Evaluación de razonabilidad: 
 
76.  De conformidad con la metodología establecida en el Decreto Legislativo N° 

1256, no corresponde efectuar el análisis de razonabilidad de la barrera 
burocrática materia de análisis, debido a que su imposición ha sido identificada 
como barrera burocrática ilegal. 

 
F.  Medida correctiva:  
 
77.  Mediante Decreto Legislativo N° 1256 se aprobó la Ley de Prevención y 

Eliminación de Barreras Burocráticas, la cual resulta de aplicación inmediata a 
las denuncias de parte (como en el presente caso) cuya admisión a trámite se 
dispusiera a partir del 9 de diciembre de 2016.  

 
78.  Sobre el particular, cabe indicar que los artículos 43° y 44° del Decreto 

Legislativo N° 1256, señalan lo siguiente: 
 

«Artículo 43.- Medidas correctivas 
La Comisión o la Sala, de ser el caso, puede ordenar y/o conceder las siguientes medidas 
correctivas: 

 (…) 
 2. Que las entidades informen a los ciudadanos acerca de las barreras burocráticas 

declaradas ilegales y/o carentes de razonabilidad mediante las resoluciones de la 
Comisión que hayan agotado la vía administrativa y/o las resoluciones de la Sala, como 
medida complementaria. 

 
Artículo 44.- Forma de implementación y plazo para el cumplimiento de las medidas 
correctivas: 

 (…) 
 44.2. En el caso de la medida correctiva señalada en el inciso 2. del artículo precedente, 

el plazo máximo con el que cuenta la entidad es de cinco (5) días hábiles. Las entidades 
pueden emplear medios de comunicación tanto físicos como virtuales que estén 
disponibles para todo administrado y/o agente económico que acuda al área de trámite 
documentario, así como el portal de la entidad.» 

 
79.  De lo anterior, se puede advertir que esta Comisión se encuentra facultada para 

ordenar que las entidades informen a los ciudadanos acerca de las barreras 
burocráticas declaradas ilegales y/o carentes de razonabilidad. 
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80.  En tal sentido, considerando el marco normativo vigente y que en el presente 
procedimiento se ha determinado la ilegalidad del cobro por la prestación del 
servicio público T05-02, materializado en el TUSNE de la Municipalidad 
aprobado por la Resolución de Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP modificada por la 
Resolución de Alcaldía N° 518-2017-A-MDLP y en la Carta N° 002-2018-SGOP-
GDU-MDLP del 18 de enero de 2018, corresponde ordenar a la Municipalidad 
que cumpla con informar a los ciudadanos acerca de la barrera burocrática 
declarada ilegal en el presente procedimiento, una vez que se declare 
consentida la presente resolución o sea confirmada por la Sala.  

 
81.  El incumplimiento de la medida correctiva dispuesta en la presente resolución 

podrá ser sancionado con una multa de hasta veinte (20) Unidades Impositivas 
Tributarias, de conformidad con el artículo 36° del Decreto Legislativo N° 1256.  

 
G.  Efectos y alcances de la presente resolución:  
 
82.  De conformidad con los artículos 8° y 10° del Decreto Legislativo N° 1256, 

cuando en un procedimiento iniciado de parte, las barreras burocráticas 
cuestionadas sean declaradas ilegales y estén contenidas o materializadas en 
disposiciones administrativas, la Comisión dispone su inaplicación al caso 
concreto de la denunciante y con carácter general en favor de otros agentes 
económicos o administrados en general que también se vean afectados por su 
imposición24. 

                                                 
24  Decreto Legislativo N° 1256, que aprueba la Ley de Prevención y Eliminación de Barreras Burocráticas 
 Artículo 8.- De la inaplicación con efectos generales de barreras burocráticas ilegales contenidas en disposiciones 

administrativas 
8.1.  Cuando en un procedimiento iniciado a pedido de parte o de oficio, la Comisión o la Sala, declare la ilegalidad de barreras 

burocráticas materializadas en disposiciones administrativas, dispone su inaplicación con efectos generales.  
8.2.  En estos procedimientos, la Comisión o la Sala, de ser el caso, puede emitir medidas correctivas, ordenar la devolución 

de las costas y costos e imponer sanciones, cuando corresponda, de acuerdo con lo dispuesto en la presente ley. 
8.3.  La inaplicación con efectos generales opera a partir del día siguiente de publicado el extracto de la resolución emitida 

por la Comisión o la Sala, de ser el caso, en el diario oficial “El Peruano”. La orden de publicación será emitida por el 
Indecopi hasta el décimo día hábil después de notificada la resolución respectiva. Si con posterioridad, algún funcionario, 
servidor público o cualquier persona que ejerza función administrativa por delegación, bajo cualquier régimen laboral o 
contractual, en la entidad que fuera denunciada, aplica las barreras burocráticas declaradas ilegales en la resolución 
objeto de publicación, puede ser sancionado de acuerdo con lo establecido en el artículo 34 de la presente ley. 

8.4.  En aquellos procedimientos iniciados de parte con posterioridad a la publicación a la que hace referencia el presente 
artículo, en los que se denuncie la aplicación de una barrera burocrática declarada ilegal, materializada en la misma 
disposición administrativa inaplicada con efectos generales, la Comisión encausa el escrito presentado como una 
denuncia informativa de incumplimiento de mandato. 

8.5.  En aquellos procedimientos en trámite, iniciados de parte hasta el día de la publicación a la que hace referencia el 
presente artículo y que versen sobre la misma barrera burocrática declarada ilegal inaplicada con efectos generales, la 
Comisión o la Sala, de ser el caso, resuelve el procedimiento en el mismo sentido y procederá conforme al numeral 8.2. 
cuando corresponda. 

 
Artículo 10.- De la inaplicación al caso concreto 
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83.  En el presente caso, se ha declarado ilegal el cobro por la prestación del servicio 
público T05-02, materializado en el TUSNE de la Municipalidad, aprobado por 
la Resolución de Alcaldía N° 397-2017-A-MDLP modificada por la Resolución 
de Alcaldía N° 518-2017-A-MDLP y en la Carta N° 002-2018-SGOP-GDU-
MDLP del 18 de enero de 2018. 
 

84.  Por lo tanto, corresponde disponer la inaplicación de la barrera burocrática 
declarada ilegal en favor de la denunciante; y, con efectos generales, en favor 
de todos los agentes económicos y/o ciudadanos que se vean afectados por su 
imposición.  

 
85.  Se precisa que el mandato de inaplicación con carácter general surtirá efectos 

a partir del día siguiente de publicado un extracto de la presente resolución en 
el diario oficial «El Peruano»25, lo que podrá realizarse una vez que quede 
consentida o sea confirmada por la Sala, dentro de los alcances establecidos 
en la Directiva N° 002-2017/DIR-COD-INDECOPI, aprobada mediante 
Resolución de la Presidencia del Consejo Directivo del Indecopi N° 019-2017-
INDECOPI/COD26. 

 
86.  Cabe indicar que el incumplimiento del mandato de inaplicación precisado en el 

párrafo anterior podrá ser sancionado por esta Comisión, de conformidad con 
lo establecido en el artículo 34° del Decreto Legislativo N° 125627. 

 

87.  Asimismo, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 3) del artículo 8° del 
Decreto Legislativo N° 1256, se deberá publicar de un extracto de la presente 

                                                 
10.1.  Cuando en un procedimiento iniciado a pedido de parte, la Comisión o la Sala, de ser el caso, declare la ilegalidad o 

carencia de razonabilidad de barreras burocráticas materializadas en disposiciones administrativas o la ilegalidad y/o 
carencia de razonabilidad de barreras burocráticas materializadas en actos administrativos y/o actuaciones materiales, 
dispone su inaplicación al caso concreto en favor del denunciante. 

10.2.  En estos procedimientos, también se procede según lo previsto en el artículo 8.2 de la Ley, cuando corresponda. 
25  De conformidad a lo dispuesto en el numeral 8.3) del artículo 8° del Decreto Legislativo N° 1256. 
26  Publicada el 11 de febrero de 2017 en diario oficial «El Peruano». 
27  Decreto Legislativo N° 1256, que aprueba la Ley de Prevención y Eliminación de Barreras Burocráticas 
 Artículo 34°. - Conductas infractoras de funcionarios o servidores públicos por incumplimiento de mandato 
  La Comisión puede imponer multas de hasta veinte (20) Unidades Impositivas Tributarias al funcionario, servidor público o 

cualquier persona que ejerza función administrativa por delegación, bajo cualquier régimen laboral o contractual, en 
cualquiera de los siguientes supuestos: 
1. Cuando incumpla el mandato de inaplicación de la barrera burocrática declarada ilegal al que se hace referencia en el 

artículo 8 de la presente ley. 
2. Cuando incumpla el mandato de inaplicación de la barrera burocrática declarada ilegal y/o carente de razonabilidad, 

según sea el caso, al que se hace referencia en el artículo 10 de la presente ley. 
3. Cuando, luego de publicado lo resuelto en los procedimientos de oficio a los que hace referencia el artículo 9, aplique u 

ordene aplicar la barrera burocrática previamente declarada carente de razonabilidad, o cuando pudiendo disponer su 
inaplicación, omita hacerlo. 
[...] 

 (Énfasis añadido) 
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resolución en la Separata de Normas Legales del diario oficial «El Peruano» y 
de su texto completo en el portal informativo sobre eliminación de barreras 
burocráticas, luego de que haya quedado consentida o sea confirmada por la 
Sala. La remisión del extracto mencionado a la Gerencia Legal del Indecopi, 
para su publicación en el diario indicado, incluirá una copia del presente 
pronunciamiento y se realizará dentro del plazo señalado en la Directiva N° 002-
2017/DIR-COD-INDECOPI28 
 

88.  Finalmente, de conformidad con lo establecido en el numeral 1) del artículo 50° 
del Decreto Legislativo N° 1256, la Municipalidad deberá informar a la Comisión 
en un plazo no mayor a un (1) mes las medidas adoptadas respecto de lo 
resuelto en la presente resolución, de acuerdo a lo establecido en la Directiva 
N° 001-2017/DIR/COD-INDECOPI, aprobada mediante Resolución de la 
Presidencia del Consejo Directivo del Indecopi N° 018-2017-INDECOPI/COD29. 

 
POR LO EXPUESTO: 
 
En uso de sus atribuciones y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6° del 
Decreto Legislativo N° 1256; 
 
RESUELVE: 
 
Primero: precisar la barrera burocrática denunciada conforme a los términos 
expuestos en el apartado B.2. de las Cuestiones Previas de la presente resolución. 
 
Segundo: desestimar los argumentos presentados por Enel Distribución Perú S.A.A. 
y la Municipalidad Distrital de La Perla contenido en las Cuestiones Previas de la 
presente resolución. 
 

Tercero: declarar improcedente la solicitud de nulidad de la Resolución N° 0088-
2018/CEB-INDECOPI presentada por Enel Distribución Perú S.A.A. 
 
Cuarto: declarar barrera burocrática ilegal el cobro por la prestación del servicio 
público T05-02, materializada en el Texto Único de Servicios No Exclusivos de la 
Municipalidad Distrital de La Perla, aprobado por la Resolución de Alcaldía N° 397-
2017-A-MDLP modificada por la Resolución de Alcaldía N° 518-2017-A-MDLP y en la 

                                                 
28   Publicada en el Diario Oficial «El Peruano» el 11 de febrero de 2017. 
29  Publicada en el diario oficial «El Peruano» el 11 de febrero de 2017. 
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Carta N° 002-2018-SGOP-GDU-MDLP del 18 de enero de 2018; y, en consecuencia, 
declarar fundada la denuncia interpuesta por Enel Distribución Perú  S.A.A. contra la 
Municipalidad Distrital de La Perla. 
 
Quinto:  disponer la inaplicación de la barrera burocrática declarada ilegal al caso 
concreto de Enel Distribución Perú S.A.A., de conformidad con lo establecido en el 
artículo 10º del Decreto Legislativo N° 1256.  
 
Sexto: ordenar como medida correctiva que, de conformidad con el numeral 2) del 
artículo 43° y el numeral 44.2) del artículo 44° del Decreto Legislativo N° 1256, la 
Municipalidad Distrital de La Perla informe a los administrados acerca de la barrera 
burocrática declarada ilegal en el presente procedimiento, en un plazo no mayor a 
cinco (5) días hábiles. 
 

Séptimo: disponer la publicación de un extracto de la presente resolución en la 

Separata de Normas Legales del diario oficial «El Peruano» y de su texto completo 
en el portal informativo sobre eliminación de barreras burocráticas, luego de que haya 
quedado consentida o sea confirmada por la Sala Especializada en Eliminación de 
Barreras Burocráticas del Tribunal del Indecopi. La remisión del extracto mencionado 
a la Gerencia Legal del Indecopi, para su publicación en el diario indicado, incluirá 
una copia del presente pronunciamiento y se realizará dentro del plazo señalado en 
la Directiva N° 002-2017/DIR-COD-INDECOPI30. 
 
Octavo: disponer la inaplicación, con efectos generales, de la barrera burocrática 
declarada ilegal, en favor de todos los agentes económicos y/o ciudadanos en general 

que se vean afectados por su imposición, de conformidad con lo establecido en el 
artículo 8° del Decreto Legislativo N° 1256. Este mandato de inaplicación surtirá 
efectos a partir del día siguiente de publicado el extracto de la presente resolución en 
la Separata de Normas Legales del diario oficial «El Peruano» a que se refiere el 
resuelve precedente. 
 
Noveno: disponer que de conformidad con el numeral 50.1) del artículo 50° del 
Decreto Legislativo N° 1256, la Municipalidad Distrital de La Perla informe en un plazo 
no mayor a un (1) mes las medidas adoptadas respecto de lo resuelto en la presente 
resolución de conformidad a lo establecido en la Directiva N° 001-2017/DIR/COD-

                                                 
30   Publicada en el Diario Oficial «El Peruano» el 11 de febrero de 2017. 
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INDECOPI, aprobada mediante Resolución de la Presidencia del Consejo Directivo 
del Indecopi N° 018-2017-INDECOPI/COD31. 
 
Décimo: informar que, de acuerdo con el artículo 42° del Decreto Legislativo Nº 1256, 
el procurador público de la Municipalidad Distrital de La Perla tiene la obligación de 
remitir una copia de la presente resolución, luego de que haya quedado consentida, 
al titular de la entidad y a la Secretaria General, o quien haga sus veces, para 
conocimiento de sus funcionarios y/o servidores públicos. 
 
Décimo Primero: informar que el incumplimiento de mandato de inaplicación 
dispuesto en la presente resolución podrá ser sancionado con una multa de hasta 
veinte (20) Unidades Impositivas Tributarias (UIT), de conformidad con el artículo 34° 
del Decreto Legislativo N° 1256. 
 
Décimo Segundo: informar que el incumplimiento de la medida correctiva dispuesta 
en la presente resolución podrá ser sancionado con una multa de hasta veinte (20) 
Unidades Impositivas Tributarias (UIT), de conformidad con el artículo 36° del Decreto 
Legislativo N° 1256. 
 
Con la intervención y aprobación de los señores miembros de la Comisión: Luis 
Ricardo Quesada Oré, Cristian Ubia Alzamora, Rafael Alejandro Vera Tudela 
Wither; y, con la abstención del señor Víctor Sebastián Baca Oneto. 
 
 
 
 
 

LUIS RICARDO QUESADA ORÉ 
PRESIDENTE 

                                                 
31   Publicada en el diario oficial «El Peruano» el 11 de febrero de 2017. 


